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Introducción:

El desarrollo de un desorganizado y acelerado programa de privatización de empresas públicas, la apertura externa en los mercados de bienes y servicios, la desregulación de diversos mercados, la flexibilización y precarización laboral, han emergido como pilares fundamentales de las políticas desarrolladas en los años ´90. Todos ellos formaron parte de una adaptación plena de nuestro país a los nuevos parámetros neoliberales.

Esto trajo como consecuencia cambios sustanciales en los roles que el Estado había cumplido en los últimos años, requiriendo para su adaptación e implementación modificaciones estructurales.

La velocidad con que dichos cambios se produjeron no permitió medir las consecuencias que producirían tanto los nuevos roles como las nuevas estructuras en la sociedad, dejando como consecuencia la necesidad de establecer un nuevo equilibrio en las relaciones entre el Estado, las Empresas de Servicios Públicos Privatizadas y la Sociedad.

Esta búsqueda de un nuevo equilibrio entre estos tres actores estuvo, y sigue estando en cierta medida, desarrollada dentro de un marco de conflicto permanente teniendo en cuenta que los antiguos ciudadanos que recibían servicios de una Empresa Pública pasaron a ser “clientes” de las Empresas Privatizadas.

El Estado, como garante de los derechos de sus ciudadanos, tiene que intervenir con el objetivo de eliminar dichas conflictividades tendiendo a garantizar la prestación de servicios públicos acorde a las necesidades de la población. 

Con éste objetivo fueron creados los Entes Reguladores de los Servicios Públicos, que son los organismos estatales encargados de mediar las relaciones entre las empresas privatizadas y los usuarios de los servicios. Dichos organismos cumplieron de manera transitoria con su misión, en tanto la sociedad no ejercía presión para exigir que el alcance de los servicios y su prestación cumplieran condiciones igualitarias de accesibilidad para toda la población.

Pero en la medida en que las privatizadas no ofrecieron cantidad y calidad del servicio los entes reguladores fueron recibiendo cada vez una mayor cantidad de demandas a resolver. Esta es la situación que plantea la necesidad de repensar los nuevos roles del Estado, que garanticen desde el vínculo entre usuarios y prestadores de servicios, condiciones de equidad, para que dejen de existir beneficiarios de los servicios y perjudicados por la falta de servicios, ya sea por precio, calidad y/o cantidad.

En consecuencia es indispensable, para responder a las demandas sociales, redefinir la misión de cada uno de los Entes Reguladores, para que a través de ellos, como organismos ya existentes con estructura propia y experiencia en la relación con las empresas privatizadas, se puedan ejercer los controles necesarios para definir acciones tendientes a resolver ésta situación.

Ante tal situación el objetivo del presente trabajo  es plantear la problemática existente como consecuencia del desarrollo de la reforma del Estado llevada a cabo en la década del ´90 y definir acciones que permitan dar respuesta a las demandas sociales emergentes, como consecuencia de la presente coyuntura.

Para poder alcanzar dicho objetivo procederemos a plantear un pequeño desarrollo del marco histórico que nos permita comprender las decisiones que posteriormente tomo el gobierno. Seguiremos con el análisis del proceso de privatización en sí y los impactos que produjeron sobre diferentes ámbitos de desarrollo de la sociedad. Posteriormente analizaremos los Entes Reguladores en su conjunto, teniendo en cuenta las condiciones de sus surgimientos en dicho contexto. Finalmente, procederemos a definir las líneas de acción que consideramos pueden coadyuvar a dar una respuesta a la situación de crisis planteada.

Marco Histórico:

Consideramos que es importante describir brevemente el contexto social, político y económico en el que se enmarcó el proceso privatizador ya que nos va a permitir observar las numerosas “líneas de continuidad” que se perciben entre la política de la última dictadura militar, período que finalizó en 1983, y la instrumentada por el gobierno del Partido Justicialista en la década de los noventa y el de la Alianza. 

En especial, el principal objetivo estratégico de dichas administraciones gubernamentales fue el fortalecimiento económico, político y social del bloque dominante que se conformó durante el período dictatorial y se afianzó en el transcurso de la gestión de gobierno del Dr. Alfonsín (1983-1989). Esto se vio profundizado por un modelo de acumulación cuyos denominadores comunes son la desindustrialización ligada a la crisis de las pequeñas y medianas empresas, el predominio de la valorización y centralización del capital, la concentración de la producción y el ingreso, la desocupación y la precarización de las condiciones laborales de los trabajadores.

En abril de 1988, cuando el gobierno radical suspendió el pago de los servicios (y del capital) de la deuda externa pública, se puso de manifiesto la lucha de intereses que existía en el interior de los sectores de poder económico (los grupos económicos locales y los conglomerados extranjeros radicados en el país por un lado, y los acreedores externos por otro). Lo que se expresa en dicha moratoria (o default) es la imposibilidad del Estado argentino de seguir cumpliendo con el pago de los servicios de la deuda externa y, al mismo tiempo, continuar subsidiando al capital concentrado interno mediante una considerable exacción de ingresos a los sectores populares. 

El origen de lo que, a partir de 1988, comienza a perfilarse como la fuente de la crisis hiperinflacionaria que se desataría un año después, y que pondría fin al primer gobierno de la restauración democrática, remite, en realidad, a la reestructuración social y económica impuesta por la última dictadura militar (1976-1983). En este sentido, cabe destacar que la profunda derrota experimentada por los sectores populares a partir del golpe de Estado del 24 de marzo de 1976 dio lugar al desarrollo de un nuevo régimen. Dentro del sector empresario, las pequeñas y medianas firmas, así como algunas de gran tamaño, resultaron afectadas por la orientación adoptada por la política económica de Martínez de Hoz, al mismo tiempo que una parte importante de empresas oligopólicas, acentuó su participación y control sobre distintos sectores de actividad (tanto por su fortalecimiento en aquellos mercados en los que ya participaban, como por su ingreso a nuevas áreas).

En otras palabras, el proceso de reestructuración económico-social que tuvo lugar en el país durante el gobierno militar supuso un doble proceso de transferencia de ingresos: desde el trabajo hacia el capital y, dentro de éste, desde las pequeñas y medianas empresas hacia las de mayor tamaño (en especial, hacia aquellas que eran propiedad de los integrantes del nuevo bloque de poder económico). Esta nueva fisonomía de la elite dominante argentina se vio parcialmente modificada a principios de los años ochenta, cuando, a partir de la “crisis de la deuda externa”, que dio origen a lo que posteriormente se denominó la “década perdida”, los acreedores externos irrumpen como otro de los decisivos factores de poder en el país. 

Este aspecto del impacto de la política económica de la dictadura militar se asentó sobre una nueva dinámica de comportamiento social y económico que, hacia finales de la década de los ochenta, desembocaría en la llamada “quiebra del Estado”. Al producirse la crisis del sector público se allanó el camino de las transformaciones estructurales implementadas en los años noventa, dentro de las cuales las privatizaciones ocuparon un papel decisivo. Por ello, es que vale la pena analizar con cierto detenimiento aquellos aspectos que caracterizaron al desempeño de los sectores dominantes durante los años ochenta y que, en definitiva, fueron los que dieron lugar a la debacle económico-social que se produjo en la década del ´90.

Como resultado de la política económica del período 1976-1983 emerge un reducido número de grupos económicos, empresas extranjeras y bancos acreedores, que van concentrando una porción creciente del ingreso nacional. 

Se trata, en realidad, de la profundización de un modelo que se venia dando hasta entonces pero que sirvió de base para la emergencia de un nuevo Estado:

· el endeudamiento externo y la estatización de la deuda externa privada; 

· la reforma financiera y la licuación de la deuda interna; 

· los regímenes de promoción industrial y los abultados sobreprecios pagados por el Estado y las empresas públicas a sus proveedores. 

Los rasgos citados constituyen los principales mecanismos a través de los cuales este reducido núcleo de empresas oligopólicas tendió a consolidar su poderío económico y a condicionar de allí en más el desarrollo de la Argentina en su conjunto, así como a reducir de manera sustancial y crecientemente los grados de “autonomía relativa” del sistema político.

No obstante, más allá de esta creciente concentración de poder económico, el proceso de reestructuración propiciado por la dictadura no estaría exento de contradicciones entre los propios sectores beneficiados. Ello es lo que comienza a tornarse evidente en abril de 1988, pocos meses antes del lanzamiento del “Plan Primavera”, debido a que los ingresos de este nuevo Estado no resultaban suficientes para garantizar las crecientes transferencias de recursos desde el fisco hacia los grupos económicos, y para cumplir, al mismo tiempo, con el pago de los intereses de la deuda a los acreedores externos.

A los efectos de comprender en toda su intensidad este proceso, cabe destacar que entre 1981 y 1989, se remitieron al exterior, en concepto de intereses de la deuda externa, aproximadamente 27.000 millones de dólares (monto que representa el 4,3% del PBI global de ese período), mientras que el capital concentrado interno (es decir, los principales grupos económicos locales y extranjeros del país) fue beneficiario de transferencias cuya magnitud superó los 67.000 millones de dólares (equivalentes a casi el 10% del PBI total), es decir, más del doble de lo obtenido por la banca acreedora. Todo ello fue posible gracias a la implementación de diversas medidas de política que determinaron una drástica contracción en la participación de los asalariados en el ingreso nacional
.

Entre las transferencias al capital concentrado interno se computan: 

· los subsidios al sector financiero por la quiebra de distintas entidades; 

· el costo fiscal de los diversos regímenes de promoción industrial; 

· los subsidios a las exportaciones industriales; 

· la licuación de la deuda interna que pusiera en marcha en 1982 el Dr. Cavallo, durante su gestión al frente del Banco Central de la República Argentina; 

· la estatización de la deuda externa privada mediante la instrumentación de los seguros de cambio; 

· los subsidios implícitos en los primeros regímenes de capitalización de deuda externa, instrumentados a partir de 1985. 

De lo anterior se desprende, que la situación de los acreedores externos a fines del decenio de los ochenta era paradojal; es indudable que los organismos internacionales de crédito determinaban las características globales que debía asumir la política económica, pero sus condiciones específicas (es decir, la forma en que las distintas medidas “recomendadas” eran procesadas y, finalmente, puestas en práctica a nivel doméstico) estaban definidas por el capital concentrado. 

Con la interrupción de los pagos al exterior, que se produce en 1988, se inició un proceso que desembocó en la explosión hiperinflacionaria durante el segundo trimestre de 1989. Como consecuencia de esto, no resulta llamativo que el ataque especulativo contra la moneda local (la “corrida cambiaria” iniciada los primeros días del mes de febrero de ese año) fuera desencadenado por algunos de los bancos extranjeros radicados en el país. En realidad, la crisis hiperinflacionaria de 1989 reconoce sus raíces en el patrón de acumulación capitalista y la profunda reestructuración social resultantes de la política económica implementada bajo el gobierno militar. En la raíz de dicha crisis, se encuentra la puja distributiva por la apropiación del excedente entre los conglomerados nacionales y extranjeros que operan en el país y los acreedores externos.

Es en este contexto de crisis que se realiza el traspaso del mando al Dr. Menem, quien en un primer momento también tuvo que hacer frente a la situación de crisis, pero que posteriormente logró “estabilizar” la situación mediante el Plan de Convertibilidad llevado a cabo por su Ministro de Economía, Domingo Cavallo.

Desde que asumió, Menem aplicó a raja tabla en nuestro país las recetas neoliberales caracterizadas por: la apertura externa en los mercados de bienes y servicios, la desregulación de diversos mercados, la flexibilización y precarización laboral y un programa de privatización de empresas públicas. En este último profundizaremos a continuación.
Quedó claramente planteado que si el Estado era el responsable prácticamente exclusivo de todos los problemas que aquejaban a la Argentina (inflación elevada, déficit fiscal, alto endeudamiento externo, deficiente prestación de servicios y provisión de bienes, etc.), la resolución de los mismos pasaba por la “Reforma del Estado”. 
Las privatizaciones:

Dentro del proceso privatizador llevado a cabo en la década del ´90 en los diferentes países que aplicaron las ideas neoliberales, nuestro país presenta dos características que identifica puntualmente y que se consideran las causas de los problemas de dicho proceso: la celeridad con que se llevaron a cabo y lo abarcativo de sus realizaciones. Fuera de las economías del ex - bloque soviético, no existe experiencia internacional alguna en la que tanto patrimonio y tanto poder económico haya pasado a manos privadas en tan poco tiempo
.
Una secuencia prevista y real que se propone desde el ámbito académico para llevar a cabo las privatizaciones y la creación de la institucionalidad regulatoria es:

1) creación de un marco regulatorio aprobado

2) ente regulador creado y en funcionamiento 
3) privatizaciones y/o concesiones.
Lamentablemente estos no fueron los pasos que siguieron las privatizaciones en nuestro país. Sólo Aguas Argentinas y Servicios Sanitarios  y el Correo siguieron estos pasos, pero no trajeron aparejado los resultados esperados ya que dichos pasos no fueron seguidos a raja tabla, si bien los procedimientos se siguieron en los papeles no fue así en las acciones. El resto de las empresas que se privatizaron no siguieron estos pasos, los aplicaron en diferente orden y en momentos del proceso que no eran los recomendados.

Se pueden establecer dos etapas en el proceso de privatización en nuestro país. una primera etapa, antes de la sanción del Plan de Convertibilidad en marzo de 1991, y hasta el momento en que Domingo Cavallo absorbiera el Ministerio de Obras Públicas, que presentaron los siguientes rasgos fundamentales:

· la no segmentación de las empresas a privatizar en varias unidades de negocios, las ventas o concesiones globales (tales los casos de Aerolíneas Argentinas y ENTel);

· se ignoró la importancia de formular marcos regulatorios o algún tipo de regulación antes de efectivizarse las enajenaciones (un ejemplo seria el caso de Aerolíneas Argentinas –en el que la ausencia de regulación fue total, lo cual permite explicar porqué se produjo el vaciamiento de una firma que, hasta antes de ser privatizada, había registrado un buen desempeño económico–, el de las concesiones de las rutas nacionales, el otro sería el de ENTel –donde el Ente Regulador se creó con posterioridad al traspaso de la firma al sector privado-);

· las principales cláusulas normativas, cuando las hubo, fueron implementadas por la vía de decretos de “necesidad y urgencia”, lo cual abrió las puertas para la renegociación de las mismas que en la generalidad de los casos fueron en beneficio de las firmas prestatarias; 

· se jerarquizó la posibilidad de capitalizar títulos de la deuda externa como forma de pago por sobre, incluso, el pago en efectivo (el caso paradigmático dentro de esta etapa lo constituye la privatización de ENTel, operación en la que se capitalizó deuda externa por un monto de alrededor de 5.000 millones de dólares –más de la tercera parte del total de deuda capitalizado en todo el proceso de privatizaciones–)
.

El hecho de que se hayan capitalizado títulos de la deuda externa por un monto cercano a los 14 mil millones de dólares revistió particular importancia para los acreedores externos. En primer lugar, porque permitió, en el marco de la moratoria de hecho de fines de los ochenta, que el gobierno argentino redujera su endeudamiento. En segundo lugar, porque los bonos de la deuda externa argentina utilizados en el proceso privatizador fueron tomados a valor nominal (cuando, en ese momento, su cotización de mercado no superaba el 15% de su valor), lo cual supuso una considerable revalorización de los mismos. En tercer lugar, porque gracias a su participación en el programa privatizador, esta fracción del establishment económico logró acceder a uno de los “negocios” más importantes del último cuarto de siglo en la Argentina. En otras palabras, como producto de su participación en la enajenación de las principales empresas del Estado argentino, los acreedores externos lograron canjear un volumen considerable de títulos “desvalorizados” por activos con una muy elevada rentabilidad (de las más altas a nivel doméstico e, incluso, en el plano mundial).

En la segunda etapa, en la que Domingo Cavallo concentró el poder casi excluyente en el manejo del programa privatizador, las características fueron otras (aunque los objetivos estratégicos perseguidos continuaron inalterados):

· se segmentó a las empresas estatales en diversas unidades de negocios antes de su transferencia al sector privado, tanto en términos de desintegración vertical y/u horizontal como de la venta de una proporción mayoritaria –pero no total– del capital de las mismas, o de la oferta pública de acciones;

· se priorizó, de forma casi excluyente, el pago en efectivo, lo cual estaba estrechamente relacionado con la necesidad del gobierno de resolver los problemas fiscales del momento;

· se crearon marcos regulatorios y entes de control antes de transferir las empresas (tales los casos de los marcos normativos de los sectores gasífero y eléctrico, así como de los respectivos organismos de control –el ENARGAS y el ENRE– que, no obstante, en la práctica se terminaron de conformar con posterioridad a la transferencia de las empresas);

En definitiva, con independencia de las diferencias y/o discontinuidades existentes entre las dos etapas en que puede dividirse el programa de privatizaciones instrumentado durante el gobierno del Dr. Menem, puede reconocerse un claro denominador común: el predominio de una lógica cortoplacista que terminó atentando contra lo que puede considerarse como un “buen diseño privatizador”, que podría ser el que proponían desde el ámbito académico, pero que, a la luz de lo ocurrido una vez iniciada la operatoria privada, resultó plenamente funcional al capital concentrado interno, que experimentó una notable expansión económica y se apropió de una cuantiosa masa de beneficios.

De acuerdo con los objetivos del programa de privatizaciones, el estímulo a la formación de capital era uno de los principales fundamentos y uno de los resultados esperados del mismo.  En realidad, el programa de privatizaciones constituiría una prenda de paz por “partida doble”. Por un lado, permitiría saldar de forma “superadora” el conflicto existente entre las fracciones predominantes del capital (interno y externo). Por otro, permitiría al gobierno del Dr. Menem contar con un sólido apoyo político, sobre el cual sustentaría su consolidación en el poder. En otras palabras, las privatizaciones darían lugar a una conciliación tanto entre actores internos y externos, como entre éstos y la nueva administración gubernamental. Esta convergencia de intereses constituiría el trasfondo socio-político del programa de reformas estructurales instrumentado por la administración Menem, así como la estabilización general de precios y el crecimiento económico posteriores a la implementación del Plan de Convertibilidad.

Este programa de privatizaciones, con múltiples deficiencias en lo estrictamente económico (subvaluación de activos, despreocupación por difundir la propiedad, por la formulación de marcos regulatorios, etc.), pero muy exitoso en lo político, contribuyó de manera decisiva a afianzar la confianza de la “comunidad de negocios”, así como a rearticular al bloque dominante, favoreciendo, de manera adicional, la contención de la inflación, el ingreso de capitales, el crecimiento del consumo doméstico, la renegociación de la deuda externa y, fundamentalmente, la consolidación de nuevas bases y condiciones refundacionales de la estructura económica y social del país.
Como se puede apreciar en el Cuadro Nro. 1 (3), el difundido programa de privatizaciones, que tuvo lugar entre 1990 y 1994, le reportó al Estado argentino una cifra cercana a los 18.000  millones de dólares, considerando el monto percibido en efectivo, los pasivos de las firmas transferidos al sector privado y el valor de mercado de los bonos de la deuda pública –externa e interna– rescatados en la transferencia (de considerar el valor nominal de los títulos de la deuda el monto asciende a 25.500 millones de dólares). De la información presentada, se desprende que alrededor de 6.000 millones (aproximadamente la tercera parte) de lo recaudado fueron producto de la capitalización de títulos de la deuda pública que corresponden a una deuda de alrededor de 14.000 millones, en términos del valor nominal de los títulos capitalizados. Con respecto a los pasivos transferidos al Estado, debe mencionarse que los mismos incluyen tanto a las deudas contraídas por las empresas públicas antes de iniciarse el proceso de privatización, como el endeudamiento que se generó durante el mismo. 
	Cuadro Nro. 1: Resultado financiero del programa de privatizaciones, 1990-1994
	

	(millones de dólares)


	
	
	
	

	Actividad 
	Efectivo
	Títulos
	 Pasivos 
	Totales

	
	(I) 
	
	Transferidos
	I+II
	I+III+IV

	 
	 
	Valor Nominal (II)
	Valor de Mercado (III)
	(IV)
	 
	 

	Teléfonos 
	2279.00
	5029.00
	1257.00
	---
	7308.00
	3536.00

	Aerolíneas
	190.10
	1313.80
	394.10
	---
	1503.90
	584.20

	Electricidad
	1295.10
	2679.70
	1914.10
	460.70
	3974.80
	3669.90

	Puertos
	13.30
	---
	---
	---
	13.30
	13.30

	Radio y TV
	13.90
	---
	---
	---
	13.90
	13.90

	Petróleo
	4846.80
	1271.10
	1080.40
	 
	6117.90
	5927.20

	Gas
	1163.60
	3082.10
	1120.30
	1110.00
	4245.70
	3393.90

	Petroquímica
	53.30
	132.00
	46.00
	---
	185.30
	99.30

	Astilleros
	59.80
	---
	---
	---
	59.80
	59.80

	Siderurgia
	143.30
	41.80
	22.50
	---
	185.10
	165.80

	Inmuebles
	202.60
	---
	---
	---
	202.60
	202.60

	Otros
	171.00
	12.00
	2.00
	---
	183.00
	173.00

	Total
	10431.80
	13561.50
	5836.40
	1570.70
	23993.30
	17838.90

	
	
	
	
	
	
	


Fuente: Área de Economía y Tecnología de la Facultad  Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO) en base a información oficial
. 
Si bien el grueso de las privatizaciones se implementaron en el período mencionado, cabe destacar que con posterioridad a 1994, se transfirieron al sector privado, entre otros activos, las tenencias accionarias del Estado en YPF, la empresa estatal de correo y telégrafos, y las principales estaciones aeroportuarias del país.

La totalidad de los consorcios adjudicatarios de las distintas empresas públicas transferidas al sector privado verificaban una suerte de “triple alianza” que incluía a: 

· los más importantes grupos económicos locales, que aportaron capacidad gerencial, administrativa y, fundamentalmente, de lobbying doméstico, así como su conocimiento de la infraestructura nacional; 

· un número considerable de bancos extranjeros y/o locales que aportaron buena parte de los títulos de la deuda pública argentina –externa y/o interna– que serían capitalizados; 

· ciertas empresas transnacionales, que aportaron capacidad y experiencia tecnológica y de gestión.

Como consecuencia del estilo de las privatizaciones, y como se mencionó anteriormente, cobró importancia una forma de propiedad hasta ese momento escasamente difundida en la economía argentina: la conformación de una “comunidad de negocios” entre los actores más poderosos de la economía interna y los acreedores externos. La misma pasó a adquirir una notable capacidad para influir tanto sobre la agenda política como sobre el rumbo de la economía en su conjunto.

Por ejemplo, en el caso de una de las empresas en que se subdividió ENTel (Telefónica de Argentina) se encontraban presentes un operador internacional –Telefónica de España–, numerosos bancos extranjeros –el Citibank, el Manufacturers Hanover, el Bank of New York, el Banco Central de España, el Banco Hispanoamericano, etc.–, y tres de los principales grupos económicos del país –Soldati, Pérez Companc y Techint–; mientras que en el otro consorcio (Telecom Argentina) coexistían las operadoras internacionales Stet Societá Finanziaria y France Cable et Radio, el banco J. P. Morgan, y el grupo local Pérez Companc.

Como queda reflejado en el Cuadro Nro. 2, tales actores cubrieron prácticamente la totalidad de los sectores públicos privatizados, lo cual les brindó la posibilidad de insertarse en aquellas áreas decisivas en la definición de la estructura de precios y rentabilidades relativas de la economía argentina en los años noventa.

	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Cuadro Nro. 2: Participación de los principales conglomerados económicos en los distintos               se    sectores privatizados 

	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Servicio
	PÉREZ
	TE-

CHINT
	ASTRA
	RO-

GGIO
	CEI
	LOMA
	MA-

CRI
	SOL-

DATI

	 
	COM-

PANC
	
	(REP-

SOL)
	
	CITICORP
	NEGRA
	
	

	 
	
	
	
	
	HOLDINGS
	
	
	

	Concesiones viales
	*
	*
	 
	*
	 
	 
	*
	 

	Electricidad(distribu-       ció ción) 
	*
	*
	*
	 
	*
	*
	 
	 

	Electricidad(genera-ció ción)
	*
	*
	 
	 
	*
	 
	 
	*

	Electricidad (trans-

porte)
	*
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	*

	Gas (distribución)
	*
	 
	*
	 
	*
	*
	*
	*

	Gas (transporte)
	*
	*
	 
	 
	*
	 
	 
	*

	Petróleo (a)
	*
	*
	*
	*
	 
	 
	*
	*

	Subterráneos
	 
	 
	 
	*
	 
	 
	 
	 

	Telecomunicaciones 
	*
	*
	 
	 
	*
	 
	 
	*

	Transporte ferroviario
	*
	*
	 
	*
	 
	*
	 
	*

	Agua y desagües (b)
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	*

	Industria siderurgia
	 
	*
	 
	 
	*
	 
	 
	 


(a) Además de YPF, incluye áreas de explotación, destilerías, refinerías y buques de YPF transferidos al sector privado.

(b) Incluye los ferrocarriles de carga y de pasajeros.

Fuente: Área de Economía y Tecnología de la FLACSO en base a información oficial

Esto deja en claro quienes fueron los participantes del proceso de privatización llevado a cabo en nuestro país y también nos permite entender en cierta medida la situación en que nos encontramos actualmente ya que vemos el origen del poder que tienen las empresas privatizadas hoy en día frente al proceso de renegociación de los contratos que se plantea en la agenda desde hace algún tiempo y las respuestas que brindan a los reclamos de los “usuarios” de dichos servicios.

Impacto de las privatizaciones:

Si bien los impactos que causaron las privatizaciones fueron muchos y afectaron a diferentes ámbitos, consideramos que es importante en el marco de esta trabajo considerar algunos impactos puntuales que nos van a permitir seguir la línea que proponemos.

Impacto sobre los ingresos del Estado: El desarrollo del programa privatizador tuvo su principal impacto fiscal en los ingresos en efectivo que percibió el Estado, en un primer momento, por la transferencia de empresas, de tenencias accionarias o de determinadas concesiones. Se incorporó, asimismo, un nuevo rubro derivado de los futuros recursos tributarios originados en el pago de impuestos por parte de los consorcios adjudicatarios de las firmas privatizadas. Aunque prácticamente la percepción de tales ingresos terminó siendo nula, a favor de la inacción o convalidación del propio Estado (Ver Anexo 1).
En contraposición, la privatización le quita a la economía nacional una fuente lucrativa de acumulación. El Estado dejó de percibir diversos impuestos internos de asignación específica – como el correspondiente a la seguridad social– que gravaban las tarifas de diversos servicios públicos. En la generalidad de los casos, tales “sobreprecios” fueron absorbidos por el ajuste tarifario que acompañó a las privatizaciones y, por ende, fueron transferidos a los adjudicatarios como parte de las nuevas tarifas.

Impacto sobre los egresos fiscales del Estado: El Estado se ha visto beneficiado por la supresión de la incidencia de los déficit operativos de buena parte de las firmas transferidas, así como también por la eliminación de los servicios de la deuda externa capitalizada en las privatizaciones. En sentido opuesto, dado que el Estado se hizo cargo de una parte importante del endeudamiento de las empresas que vendió, se generaron posteriores egresos fiscales en concepto de amortizaciones y servicios.
Si bien es posible realizar ciertas aproximaciones en algunos ejemplos concretos, resulta muy difícil poder estimar con precisión el impacto fiscal global de las privatizaciones. De todas maneras, puede afirmarse que, en el corto plazo, el generalizado proceso privatizador tuvo un efecto positivo sobre las cuentas fiscales. Sin embargo, agotado ese primer impacto generado por los ingresos en efectivo y la supresión de los servicios de las deudas capitalizadas, las arcas públicas se vieron crecientemente erosionadas por la incidencia de ciertos rubros –como los servicios de la deuda externa e interna absorbida por el Estado– que tendieron a compensar en el mediano y largo plazo ese primer impacto positivo.
Impacto sobre el Sistema Político: Las instituciones representativas han sido rebasadas en el proceso de transferencia de la propiedad pública a la privada. Las decisiones importantes se tomaron en otros lugares como  las habitaciones amplias de los bancos extranjeros, mientras que los parlamentos o congresos simplemente reaccionaron a medidas ya tomadas. 

Este es uno de los efectos que mas debemos tener en cuenta en el análisis del presente trabajo ya que nos demuestra en que situación se encuentran hoy las instituciones políticas para hacer frente, o por lo menos intentarlo, a las empresas privatizadas respondiendo a las demandas de la sociedad.

 En conclusión, el resultado final de la privatización, con respecto a la política,  es el debilitamiento de la democracia y pérdida del poder de vigilancia sobre el funcionamiento esencial de dichos sectores económicos.

Impacto sobre las tarifas: El incremento en las tarifas reales de estos servicios denota su regresivo impacto sobre la competitividad de la economía. En este contexto las privatizadas siempre se encargaron de que sus ganancias y las tarifas de los servicios respondieran a patrones internacionales (Ver Anexo 2). 

La situación se volvió notablemente conflictiva a partir de la devaluación ya que las empresas querían mantener sus ganancias para lo cual las tarifas comenzaron una carrera ascendente. Este es otro de los puntos principales que nos permite seguir una línea en el desarrollo de trabajo y nos permite ver cuales fueron las causas que de a poco fueron colaborando a la situación de conflicto.

Impacto sobre el empleo público: la reducción calculada sobre el total del empleo de las empresas de servicios públicos es de casi 70 % entre 1985 (100) y 1998 (31,78). No obstante, la distribución del porcentaje es desigual según los sectores de actividad variando no sólo el momento de la reducción sino también su intensidad (Ver anexo 3 y 4).

La política de empleo en el sector de servicios públicos redundó en el desmembramiento de las empresas y en la reducción de los planteles, contribuyendo al incremento de los niveles de desocupación. Unido, la falta de una política de reinversión de los recursos públicos -propios o prestados- destinados a la desvinculación de los empleados produjo su dilapidación con el agravante del deterioro de las condiciones de trabajo imperantes.

La situación de desempleo se vio agravada por la ausencia de políticas destinadas a orientar a los empleados desvinculados de las empresas a invertir los ingresos derivados de dichas indemnizaciones. Una de las medidas enunciadas con el objetivo de evitar los efectos negativos de la privatización sobre el empleo fue el establecimiento de un plan de emergencia de empleo (consistente en obra pública mano de obra intensiva), entre otras.

Este fue otro de los motivos que consideramos fundamentales en el origen de los conflictos que surgieron luego de la primer reforma del Estado. 

Los Entes Reguladores:

Tras el proceso de privatización de los servicios públicos la relación entre los “clientes” y las empresas prestadoras de servicio adquirió una nueva dimensión. Los usuarios ya no podían reclamar al Estado, antiguo responsable de las empresas, sino que tenían que hacer frente a las nuevas empresas privadas prestadoras de servicios.

Para mediar esta nueva relación surgieron los Entes Reguladores, que son los organismos estatales  que se encargan de controlar el cumplimiento de las normas vigentes. Cumplen las siguientes funciones (sintéticamente): hacen de árbitros entres las empresas prestadoras y sus clientes, se debe recurrir a ellos una vez agotadas las posibilidades de ser escuchados por las respectivas empresas de servicios, supervisan el respeto de los cuadros tarifarios vigentes, ejercen el control de las normas de calidad de las prestaciones y controlan el cumplimiento de las inversiones obligatorias mínimas y el respeto del contrato de concesión o de las licencias
.

Es así que a partir de este nuevo rol de usuario la sociedad comenzó a tener derechos tangibles y explícitos en relación a la calidad y el precio de los servicios que consume y los Entes Reguladores son los encargados de garantizar estos derechos.

Pero lamentablemente así como el proceso de privatizaciones fue realizado de una manera poco clara y eficiente, lo mismo sucede con la creación de los Entes Reguladores. Una de las características principales que tuvo el surgimiento de estos organismos en nuestro país es que fueron creados y puestos en funcionamiento una vez que las empresas ya habían sido transferidas.

Asimismo presentan problemas de diseño, derivados de la variedad de intercambios entre las diversas metas y restricciones: la decisión entre priorizar la eficiencia productiva o la asignativa, inconsistencias intertemporales, costos de extracción de las rentas de información, o decisiones de política distributiva
.

Es importante tener en cuenta que la efectividad de un sistema de regulación depende de múltiples factores y no solo de las características de diseño que presente.

En este sentido es importante tener en cuenta el contexto en que surgieron, fueron  creados en la mayoría de los casos con posterioridad a la privatización del servicio que venían a regular y dentro de un marco poco claro en cuanto a los parámetros de calidad y precio. 

Otro factor importante es la conducta que presenta la ciudadanía frente a creación de los mismos. En nuestro país ésta es una característica fundamental ya que nuestra sociedad no estaba acostumbrada a contar con este tipo de organismos, por lo se presentaron demoras en cuanto a concebirlos como mediadores que canalizaran sus reclamos. Cabe mencionar que tampoco hubo grandes críticas en el momento de sus surgimientos, sólo se comenzó a recurrir a ellos en los momentos en que las empresas incurrieron en incumplimientos en la prestación de servicios, es decir, cuando comenzaron los cortes de los servicios, cuando aumentaros los costos o cuando se presentaron demoras en los plazos preestablecidos en la prestación de ciertos servicios. 

Por último, pero no por ello menos importante, otro factor esencial es la clase política que lleva adelante la creación de los entes reguladores. En este sentido tiene influencia la actitud de liderazgo político en tanto a la oferta de modelos exitosos, que queda claro que no fue el caso de nuestros dirigentes en los años noventa.

La capacidad de regulación del Estado requiere la existencia de un marco regulador y normativo adecuado, equipos técnicos de alto nivel y una institucionalidad que garantice la efectividad del regulador. En nuestro país se crearon las instituciones pero sin un marco regulador y normativo adecuado y se puede decir que no cuentan con equipos técnicos de alto nivel.

En nuestro país no existe sólo un tipo de Ente Regulador, hay varios, y cada uno responde a la naturaleza propia de cada servicio; por lo cual no hay uniformidad de criterios, disposiciones ni procedimientos específicos generalizados. Su jurisdicción también varía: puede ser provincial o nacional,  puede cubrir la producción, el transporte o la prestación del servicio, según cada caso.

Entes Reguladores creados por decreto: Comisión Nacional de Comunicaciones (C.N.C), Organismo Regulador del Sistema Nacional de Aeropuertos (O.R.S.N.A.), Comisión Nacional Reguladora del Transporte (C.N.R.T.); Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios (E.T.O.S.S.) y Ente Nacional de Obras Hídricas de Saneamiento (ENOHSA).

Entes Reguladores creados por Ley: Ente Nacional Regulador de la Electricidad (E.N.R.E.) y Ente Nacional Regulador del Gas (ENERGAS). 

Esto nos permite ver que no todos los Entes Reguladores fueron creados de la misma forma, siguiendo un mismo procedimiento, sino que dependió en cada caso particular de la forma en que se transfirió a manos privadas la empresa pública. 

Actualmente los entes reguladores presentan dificultades de capacidad institucional para velar por los fines para los que fueron creados, es decir, son incapaces de llevar a cabo su misión con el alcance y profundidad que se les puede exigir.

“En términos ideales, una regulación eficaz supone preservar el funcionamiento de reglas de mercado que, al mismo tiempo, eviten los efectos indeseables de la existencia de monopolios, desaceleren la concentración del ingreso, promuevan una mayor justicia distributiva y estimulen el crecimiento de le economía”
.

Con la falta de un claro marco regulatorio preexistente al momento de las privatizaciones, con la consecuente falta de un procedimiento claro y preestablecido para el accionar de los entes, la falta de voluntad política por lograr un funcionamiento eficaz de éstos y otros organismos del Estado, etc., podemos concluir que para que los Entes Reguladores puedan dar respuesta a las necesidades que los crearon hace falta una reorientación hacia la misión de los mismos que permita ver a donde se quiere llegar y buscar los medios mas adecuados para lograrlo.

Conclusiones:

Como se puede ver en el desarrollo del trabajo las relaciones entre el Estado y la Sociedad se han modificado en los últimos años. El Estado se ha desprendido de una cantidad de funciones que cumplía anteriormente y no lo ha hecho de la mejor forma. Por el contrario, esta retirada a exigido a la Sociedad toma una nueva posición frente al rol que desempeña el Estado. 

Durante la década del ´80 los servicios que prestaba el Estado eran fuertemente criticados por la Sociedad que demandaba calidad y cantidad. Ante esta demanda, y siguiendo las idea neoliberales vigentes en la década del ´90 se realizaron las privatizaciones de los servicios públicos. Hoy, luego de varios años de realizado el traspaso a manos privadas de las empresas prestadoras de servicios, las demandas de la sociedad vuelven a escucharse.

Esto deja en claro que es necesario que el Estado cumpla con roles que hoy en día se puede decir que están vacantes. Una premisa clara de esta necesidad se ve en el surgimiento de diferentes organismos de defensa del consumidor que intentan dar respuesta a las necesidades insatisfechas de los usuarios y a los reclamos sin respuesta por parte de los Entes Reguladores. Este tipo de organizaciones no dependen del Estado pero son los que mayor respuesta dan a los demandantes ya que les indican las diferentes posibilidades de acción, siguiendo los derechos que poseen, para actuar frente a los abusos e incumplimientos por parte de las empresas privatizadas.

Nosotros no consideramos como válida la necesidad de re-estatización de las empresas privatizadas que se escucha hoy en día, lo que si consideramos imprescindible es que el Estado mediante sus Instituciones asuma nuevos roles que garanticen los derechos de los usuarios de los servicios públicos. Sostenemos que el problema no es en manos de quién se encuentren las empresas sino quién y cómo las controle y lo que resulta más importante es persiguiendo que objetivos.

Por lo tanto el estado tendría que tener en claro que los entes reguladores deben garantizar  los derechos de los usuarios de los servicios privatizados y velar por el cumplimiento de los mismos. Para ello sería necesaria una actitud pro- activa del Estado en cuanto a “castigar” a las empresas que incumplen con sus deberes mediante multas como estaba establecido en algunos de los convenios de concesión y no seguir con la postura de hacer “oídos sordos” antes los reclamos y las denuncias de los diferentes actores sociales.

Como sostienen algunos autores, queda pendiente la segunda reforma del Estado que se concentre al interior del mismo y asuma la necesidad de asumir nuevas funciones en cuanto a la eficiencia y eficacia con que desempeña sus funciones. Dentro de este marco se encuentra la necesidad de que los Entes Reguladores dejen de ser meros espectadores de la realidad y empiecen a influir en ella, tratando de cumplir los roles que se les dieron al momento de su creación de una forma más eficiente. 

No se puede seguir pasando por alto el incumplimiento de las empresas privatizadas, no se pueden renegociar contratos que perjudican a los usuarios, no se puede seguir cobrando multa menores a los incumplimientos incurridos, no se puede dejar en manos privadas ( y la mayoría de las veces monopólicos) la generación de los marcos regulatorios. 

La sociedad reclama un cambio profundo en el rol del Estado y a eso apuntamos todos. Por lo tanto consideramos que es momento de empezar a dar respuesta a los reclamos que se archivan sin darle mayor importancia.

Se puede empezar por la sistematización de los reclamos que permitirá ver cuales son las mayores demandadas de la sociedad y en que línea de acción se puede empezar a trabajar. Estos documentos serían de valor fundamental ya que reflejan las necesidades de los usuarios, pero generalmente no se les suele dar mayor importancia.

Es preciso que el Estado comience a escuchar los reclamos que hacen los usuarios y a responder a ellos. Consideramos que esta es una buena forma de dar un primer paso en el camino hacia el logro de mayor eficiencia tanto al interior de los organismos como en las relaciones que se dan entre los usuarios y las empresas privatizadas y los servicios que ellas prestan.
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Anexos:

Anexo 1

	Ingresos totales por privatizaciones nacionales y provinciales
	
	

	(en millones de dólares)
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	1990
	1991
	1992
	1993
	1994
	1995
	1996
	1997
	1998
	1999
	Total

	Nacional
	1787
	1963
	5477
	4496
	848
	1319
	291
	1
	83
	3156
	81%

	Provincial
	0
	0
	19
	960
	74
	91
	445
	1219
	439
	1181
	19%

	Total
	1787
	1963
	5496
	5456
	922
	1410
	736
	1220
	522
	4337
	


Fuente: Comisión Nacional de Comunicaciones. 
Anexo 2

	Cuadro Nro. 4: Variación de precios y tarifas seleccionados, marzo 1991-diciembre 1998

	(índice base marzo 1991 = 100)
	
	
	

	
	
	
	

	SECTOR
	INDICE DIC. 1998
	
	

	Índice de Precios Mayoristas Nivel General 
	112.90
	
	

	Corredores viales 
	169.30
	
	

	Telefonía básica 
	141.50
	
	

	Gas natural (promedio) 
	137.30
	
	

	    Residencial 
	211.80
	
	

	    Pequeñas y medianas empresas 
	115.10
	
	

	    Gran Usuario Industrial 
	95.10
	
	

	    Gran Usuario Industria  
	101.40
	
	

	Energía eléctrica 
	89.10
	
	

	    Residencial 
	91.50
	
	

	        Bajo consumo 
	98.40
	
	

	        Alto consumo 
	29.60
	
	

	    Industrial 
	86.10
	
	

	        Bajo consumo 
	75.30
	
	

	        Alto consumo 
	66.60
	
	

	Combustibles líquidos (promedio) 
	101.40
	
	

	    De uso final (kerosene, nafta común y especial) 
	116.60
	
	

	    De uso intermedio (gasoil)
	94.60
	
	


Fuente: Proyecto “Privatización y Regulación en la Economía Argentina” (1999).(7)
Anexo 3

	Las empresas de servicios públicos. Índice de empleo desagregado por sector de actividad.
	

	(1985-1998)
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Empresas
	Fecha de
	1985
	1986
	1987
	1988
	1989
	1990
	1991
	1992
	1993
	1994
	1995
	1996
	1997
	1998

	
	Transf.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Telefonía
	nov-90
	100
	98.24
	97.93
	99.44
	96.55
	93.38
	85.33
	78.66
	73.47
	66.86
	64.42
	59.33
	50.30
	47.89

	Correos
	nov-97
	100
	97.13
	95.98
	90.31
	91.08
	88.58
	77.66
	60.67
	60.67
	50.44
	45.73
	45.80
	51.25
	39.89

	Transporte Aéreo
	nov-90
	100
	97.75
	97.37
	98.21
	102.15
	103.21
	91.02
	78.83
	59.04
	60.21
	54.05
	49.46
	45.99
	45.47

	Agua y cloacas
	dic-92
	100
	98.36
	97.89
	98.38
	97.08
	87.03
	87.03
	83.91
	66.70
	53.03
	42.16
	43.56
	45.20
	44.92

	Energía Eléctrica
	jul-93
	100
	97.19
	99.80
	102.33
	104.89
	103.25
	95.55
	86.84
	50.48
	44.64
	40.49
	37.03
	33.16
	31.44

	Transporte ferrovial
	nov-91
	100
	97.04
	94.44
	94.71
	91.52
	87.43
	83.48
	65.59
	21.87
	19.37
	15.78
	15.79
	15.16
	15.29

	Gas
	dic-92
	100
	95.61
	93.61
	98.46
	102.88
	104.43
	106.38
	102.36
	57.18
	55.45
	55.09
	54.05
	53.01
	50.17

	TOTAL
	
	100
	97.33
	96.09
	96.01
	94.76
	91.55
	85.32
	71.97
	45.85
	40.69
	36.81
	35.34
	33.79
	31.78


Fuente: Informe de la SIGEP (1990) y Balances de las empresas (1991-1998) IGJ.(8)
Anexo 4

	Cuadro Nro. 6: Las empresas de servicios públicos. Volumen de empleo total desagregado por sector de actividad. 1985-1998.

	(en valores absolutos)
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Sector
	1985
	1986
	1987
	1988
	1989
	1990
	1991
	1992
	1993
	1994
	1995
	1996
	1997
	1998
	

	Telefonía
	47088
	46261
	46115
	46823
	45463
	43973
	40179
	37041
	34597
	31484
	30336
	27939
	23683
	22550
	

	Correos
	41484
	40292
	39815
	37465
	37784
	36747
	32215
	25169
	25169
	20926
	18969
	19000
	21261
	16548
	

	Transporte Aéreo
	10561
	10323
	10283
	10372
	10791
	10900
	9613
	8325
	6235
	6359
	5708
	5223
	4857
	4802
	

	Agua y cloacas
	9652
	9494
	9448
	9496
	9370
	8400
	8400
	8099
	6438
	5118
	4069
	4204
	4363
	4336
	

	Energía Eléctrica
	21745
	21134
	21702
	22251
	22809
	22451
	20778
	18883
	10976
	9707
	8805
	8053
	7210
	6837
	

	Transporte ferroviario
	102941
	99897
	97218
	97500
	94216
	90000
	85936
	67521
	22517
	19943
	16244
	16250
	15609
	15739
	

	Dist. De gas
	9883
	9449
	9251
	9731
	10168
	10321
	10514
	10116
	5651
	5480
	5445
	5342
	5239
	4958
	

	TOTAL
	243354
	236850
	233832
	233638
	230601
	222792
	207635
	175154
	111583
	99017
	89576
	86011
	82222
	75770
	


Fuente: Informe de la SIGEP (1990) y Balances de las empresas (1991-1998) IGJ 
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